


 

 
 

El Pozo de Quilmes en la Justicia

En 2015 fue elevada a  juicio la causa por crímenes 
de Lesa Humanidad cometidos en el Pozo de 
Quilmes. Están imputados 17 represores entre los 
que se encuentran Jaime Smart (abogado y ex – 
ministro de Gobierno de la provincia de Buenos 
Aires), Miguel Etchecolatz (como jefe de las briga-
das de la provincia), miembros de la plana mayor 
policial y militar de la época y el médico policial 
Jorge Bergés, quienes ya han sido condenados en 
otras causas. Se incluyen los casos de 175 víctimas 
que pasaron por el lugar entre noviembre de 1975 
y marzo de 1979, sufriendo privación ilegítima de la 
libertad, tormentos que incluían la violencia sexual, 
sustracción, retención y ocultamiento de menores 
de edad.  
 

Topografía del horror

La Brigada de investigaciones de Quilmes cons-
taba de dos edi�cios separados. Un chalet de dos 
plantas donde funcionaban los departamentos 
judiciales (cuyo acceso era por la esquina de 
Allison Bell y Garibaldi) y una segunda edi�ca-
ción de cuatro plantas, donde se encontraban los 
calabozos y las salas de tortura. El acceso desde 
la calle se daba a través de un portón de gran 
tamaño -sobre la calle Allison Bell-, que corría 
sobre un riel. A ese garaje daban a su vez una 
pequeña o�cina, una cocina (con un baño chico), 
el pañol y el pasillo angosto que llevaba a la esca-
lera. Algunas de las habitaciones de esta planta 
eran utilizadas como salas de torturas.
 
Según testimonios, las mujeres y los hombres 
estaban alojados por separado. En general, se 
destinó el segundo piso a las mujeres, y el tercer 
piso a los hombres. Aunque, en diversas oportu-
nidades, se alojó a prisioneros ilegales en la 
planta baja y el primer piso.

A principios de 2016 el Colectivo Quilmes, Memo-
ria, Verdad y Justicia, integrado por organizaciones 
sociales, sindicales, de educadores, organismos de 
derechos humanos, familiares de desaparecidos y 
ex detenidos; impulsó la propuesta para convertir al 
Pozo de Quilmes en Sitio para la Memoria. Para ello 
trabajó en la elaboración de un proyecto de ley que 
fue sancionado en diciembre de 2016 con el apoyo 
de todos los bloques de ambas cámaras.
Las ideas que guiaron la formulación del proyecto 
es que si bien el funcionamiento debía ser garanti-
zado con fondos del estado -como parte de su 
política reparatoria- su gestión debía sostenerse 
con la participación plena de la comunidad dando 
cuenta de las múltiples expresiones y referencias 
construidas en la lucha por los derechos humanos y 
la memoria. Así, en la gestión prevalece el principio 
de la autonomía en las decisiones acerca de qué 
hacer en el sitio y cómo hacerlo. La autonomía 
garantiza la permanencia en el tiempo y la cons-
trucción de consensos plurales que permiten la 
construcción de una memoria democrática y diná-
mica así como también se fortalece la lucha por la 
plena vigencia de los derechos humanos.


